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OBSERVACIONES DE COLOMBIA SOBRE EL PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL RACISMO Y TODA FORMA 
DE DISCRIMINACIÓN E INTOLERANCIA

1. Consideraciones previas

1.1 Posición oficial del Estado colombiano

Considerando la naturaleza de la materia a tratar, el Estado Colombiano reitera su posición oficial de apoyo a la elaboración de una Convención Interamericana, asumida desde el año 2000. Lo anterior, con fundamento en la necesidad de ajustar las normas jurídicas internacionales con el fin de tener en cuanta las nuevas realidades de exclusión que actualmente se viven en algunos países del hemisferio para prevenir y combatir tales prácticas mediante el reconocimiento, la visibilidad y el establecimiento de un límite jurídico correspondiente. 

1.2 Naturaleza jurídica del instrumento 

El Estado colombiano, está de acuerdo con la naturaleza jurídica del instrumento elegido como fuente normativa.  A través de un tratado multilateral con plena fuerza vinculante para los Estados que se hagan Parte en el mismo, surgen obligaciones internacionales de imperativo e inexcusable cumplimiento. Es necesario precisar, que la elección de otro instrumento jurídico como fuente de compromisos internacionales de carácter político exclusivamente
, generaría el surgimiento de situaciones de cumplimiento relativo y parcial.

1.3 Limitaciones de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial

En la elaboración de la Convención Interamericana, se deben tener en cuenta las limitaciones identificadas en las disposiciones de la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial, con el fin de superar dichas limitaciones en el instrumento jurídico interamericano. De tal forma debe considerarse lo siguiente:

· El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de la ONU ha señalado que el instrumento “[…]no exige igualdad entre nacionales y extranjeros, por el contrario claramente permite su tratamiento diferencial”
, en contextos donde la soberanía y la autodeterminación de los Estados legitiman tal diferenciación, en el marco de los derechos políticos. En los demás eventos, debe evitarse que la determinación de los sujetos activo y pasivo de la Convención, se realice a partir de criterios de vinculación del individuo con un Estado particular
. Es necesario precisar, que las consecuencias de esta restricción conceptual se han traducido en cuestionamientos acerca de los grados de protección y de responsabilidad respecto de los extranjeros. En efecto, se ha considerado que debido al carácter de fuente internacional que ostentan los tratados
, el sujeto de estos instrumentos ha de tener un carácter global. De acuerdo con lo anterior, el uso del lenguaje en la Convención Interamericana debe hacerse en forma cuidadosa, con el fin de evitar cualquier tipo de exclusión. 

· En el momento de la elaboración de una definición conceptual de discriminación, racismo, intolerancia
 y/o formas conexas debe evitarse la referencia a características inalterables
 que hagan estático el concepto. Dichas características impedirían contemplar las manifestaciones  contemporáneas de la discriminación, las cuales por regla general son de carácter imprevisible y se transforman de acuerdo con las nuevas realidades, e inevitablemente generan exclusión.  

· Debe abordarse la cuestión de los principios de reciprocidad y las cláusulas de la nación más favorecida, particularmente en el punto de trato preferencial a las nacionales de ciertos Estados en lo que se refiere a beneficios laborales, económicos y tributarios. Es necesario reiterar, que la mayoría de los miembros del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de la ONU han determinado que “todos los acuerdos de reciprocidad son discriminatorios ipso facto […].”
 a pesar del reconocimiento de que tal trato diferencial es legítimo dentro del ámbito de la autodeterminación de los Estados.

· Las previsiones relativas a la obligación del Estado de tomar medidas afirmativas
 para asegurar el desarrollo y protección de cierto grupo o individuo en situación de discriminación
, se deben realizar de conformidad con el concepto de integración, determinado por el Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de la ONU, en el sentido de asegurar el desarrollo económico y social de tales sujetos, mientras se preservan sus tradiciones y características culturales. 

· La Convención Interamericana debería contemplar medidas afirmativas con el fin de combatir la discriminación y en el marco de políticas integrales. Dichas acciones, deberán incluir el desarrollo de medidas legislativas y administrativas para prevenir y  proteger a las personas de todo tipo de prácticas discriminatorias de acuerdo con las realidades y necesidades particulares de cada país
. Este desarrollo legal, debe realizarse, aún en Estados en donde la discriminación e intolerancia no sea un problema latente. 

· En el contexto de las estrategias de lucha contra el terrorismo
, es imperativo que los Estados tomen medidas tendientes a prevenir el que se establezcan organizaciones cuyo objeto social u actividades de ejecución conlleven prácticas discriminatorias. De acuerdo con la mayoría de los miembros del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de la ONU, “todos los participantes de organizaciones racistas deben ser sancionados independientemente del momento en que la organización fue declarada ilegal”
, lo anterior considerando que dichas actividades usualmente están acompañadas de actos de violencia. Este punto, debe ser analizado a la luz de los límites del derecho de asociación y reunión.

2. Alcance

2.1 Racismo y Discriminación Racial

Respecto al tema de racismo y discriminación racial, consideramos que este punto quedó suficientemente esbozado por el Doctor Fernando Urrea, en la Sesión Especial del 28 y 29 de noviembre de 2005. Particularmente Colombia coincide con la propuesta de realizar un censo con el fin de determinar la visibilidad estadística diferenciada para la población indígena y afrodescendiente para evitar la homogeneización de los grupos raciales y diseñar políticas públicas a partir de consideraciones de heterogeneidad. 

Sobre el particular, cabe destacar que el Departamento Administrativo de Estadísticas de Colombia, DANE, dio inicio el censo poblacional a nivel nacional durante el segundo semestre del 2005. En cumplimiento a las estrategias establecidas en el documento CONPES 3310 de septiembre de 2004, se incluyeron preguntas sobre autoreconocimiento, pertenencia étnica y territorialidad con el fin de determinar la ubicación, identificación y cuantificación de la población afrocolombiana y las demás minorías étnicas.
 Los resultados parciales
 de este registro permiten la preparación, formulación e implementación de medidas de acuerdo con las necesidades de cada grupo poblacional.

2.2  Formas y medios actuales de discriminación e intolerancia

Colombia coincide con lo expresado por el Señor James Goldston, Director Ejecutivo de Iniciativa Pro Justicia de la Sociedad en el marco de la Sesión Especial, en el sentido que debe tenerse en cuenta que la lucha contra la discriminación es integral y no se limita a las cuestiones de raza. En palabras del tratadista James Boyle nos encontramos ante un “ataque realista” compuesto por una serie de competidores jurídicos que demandan justicia a través de la creación de una fuente de derecho internacional que le ponga fin a la exclusión a la que han sido sometidos. 

De conformidad con las directrices planteadas en las Declaraciones de Santiago y Durbán, es indispensable que se identifiquen las causas, manifestaciones y víctimas contemporáneas del racismo, discriminación racial, discriminación, intolerancia y demás formas conexas. De acuerdo a las realidades geopolíticas del hemisferio nos permitimos resaltar los siguientes puntos:

2.2.1 Desplazamiento forzado 

El tema del desplazamiento forzado, podría llegar a ser objeto de discusión en el marco de la proyección de esta Convención.  Sobre el particular, es importante tener en cuenta que, en el hemisferio, el país que tiene el mayor número de desplazados internos es Colombia.  

Es importante observar que podría contemplarse el desplazamiento forzado y a los sujetos de desplazamiento como víctimas de formas contemporáneas de intolerancia o discriminación. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos en las sentencias de la Comunidad Moiwana contra Suriname y de la Masacre de Mapiripán contra Colombia, al interpretar el alcance del artículo 22 de la Convención Americana a la luz de los Principios Rectores del Desplazamiento Forzado y las observaciones generales del Comité de Derechos Humanos, manifestó que el desplazamiento forzado conlleva esencialmente a una situación constitutiva de discriminación. Al respecto en la sentencia del caso Mapiripán del 15 de septiembre de 2005, la Corte manifestó:

“ 177.
En razón de la complejidad del fenómeno del desplazamiento interno y de la amplia gama de derechos humanos que afecta o pone en riesgo, y en atención a dichas circunstancias de especial debilidad, vulnerabilidad e indefensión en que generalmente se encuentran los desplazados como sujetos de derechos humanos, su situación puede ser entendida como una condición individual de facto de desprotección respecto del resto de personas que se encuentren en situaciones semejantes. […] Dicha condición es reproducida por prejuicios culturales que dificultan la integración de los desplazados a la sociedad y pueden llevar a la impunidad de las violaciones de derechos humanos cometidas en su contra.

178.
En relación con esa situación de desigualdad, es pertinente recordar que existe un vínculo indisoluble entre las obligaciones erga omnes de respetar y garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no discriminación, el cual posee carácter de jus cogens y es fundamental para la salvaguardia de los derechos humanos tanto en el derecho internacional como en el interno e impregna toda actuación del poder del Estado, en cualquiera de sus manifestaciones. En cumplimiento de dichas obligaciones, los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto, así como a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas.  Esto implica el deber especial de protección que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias[…].”

De acuerdo con lo anterior, es obligación de los Estados otorgar un trato preferente a favor de esta población y para ello debe adoptar medidas de carácter positivo para revertir los efectos de su condición de debilidad, vulnerabilidad e indefensión. El Estado colombiano, en cumplimiento de lo decidido por la Corte Constitucional en la sentencia T-025 de 2004 y de acuerdo con lo establecido en el Plan Nacional de Atención a la Población Desplazada (Decreto 250 de 2005) se encuentra ejecutando tales acciones afirmativas relativas a la prevención, atención humanitaria de emergencia, y restablecimiento socioeconómico en el marco del retorno y la reubicación. Particularmente en el documento CONPES 3400 del 28 de noviembre de 2005 se definieron las metas y la priorización de recursos presupuestales para atender a la población desplazada por la violencia en Colombia fijando el cronograma presupuestal para la distribución de los recursos que se orientarán para atender a esta población durante el período 2007 – 2010. 

2.2.2 Migrantes, Migrantes indocumentados y Refugiados

La consideración anterior, se hace extensiva a los migrantes, migrantes indocumentados y a las personas que aspiran u ostentan el status de refugiados dentro de los países del hemisferio. Al respecto la Corte Interamericana, en la Opinión Consultiva 18 manifestó:

“112.
Generalmente los migrantes se encuentran en una situación de vulnerabilidad como sujetos de derechos humanos, en una condición individual de ausencia o diferencia de poder con respecto a los no-migrantes (nacionales o residentes).  Esta condición de vulnerabilidad tiene una dimensión ideológica y se presenta en un contexto histórico que es distinto para cada Estado, y es mantenida por situaciones de jure (desigualdades entre nacionales y extranjeros en las leyes) y de facto (desigualdades estructurales).  […]

113.
Existen también prejuicios culturales acerca de los migrantes, que permiten la reproducción de las condiciones de vulnerabilidad, tales como los prejuicios étnicos, la xenofobia y el racismo, que dificultan la integración de los migrantes a la sociedad y llevan la impunidad de las violaciones de derechos humanos cometidas en su contra.

114.[…]La mencionada Asamblea expresó, asimismo, su preocupación “por las manifestaciones de violencia, racismo, xenofobia y otras formas de discriminación y trato inhumano y degradante de que son objeto los migrantes, especialmente las mujeres y los niños, […] Con base en estas consideraciones, la Asamblea General reiteró: la necesidad de que todos los Estados protejan plenamente los derechos humanos universalmente reconocidos de los migrantes, en particular de las mujeres y los niños, independientemente de su situación jurídica, y que los traten con humanidad, sobre todo en lo relativo a la asistencia y la protección […]
.

119.
Los Estados, por lo tanto, no pueden discriminar o tolerar situaciones discriminatorias en perjuicio de los migrantes.[...]”

Sobre este punto es necesario precisar que Colombia es parte de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados suscrita en Ginebra en 1951 aprobada por la Ley 35 de 1951 y del Protocolo sobre el Estatuto de Refugiados del 31 de enero de 1967 aprobado por la Ley 65 de 1979. De igual forma, es signatario de la Declaración de Cartagena sobre los Refugiados firmada el 22 de noviembre de 1984. En el Decreto 2450 de 2002 establece el procedimiento para la determinación de la condición de refugiado, el cual se enmarca dentro del derecho fundamental al debido proceso. Sobre este punto, la Corte Constitucional en la sentencia T-204 de 2003 afirmó que las acciones contencioso administrativas que se interponen en contra de las resoluciones por medio de las cuales se decide  la solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado:“[…] no constituye una vía judicial idónea para garantizar que la persona a quien se le ha negado tal condición, en violación de sus derechos fundamentales, no sea obligada a abandonar el territorio nacional, y más aún cuando en el país de destino su vida e integridad personal corran peligro, caso en el cual la acción de tutela será procedente.”

Igualmente, Colombia es Parte de la Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores migratorios y sus familiares adoptada el 18 de diciembre de 1990, aprobada por la ley 146 de 1994 y ratificada el 24 de mayo de 1995. Dicha convención entró en vigor internacional desde el 1º de julio de 2003. Por lo tanto los principios y normas en ella consagrados pueden servir de guía para el tratamiento de este tema. 

Considerando esta situación (la de los Refugiados y Migrantes en las Américas), la futura Convención debe referirse particularmente a las disposiciones relativas a la mano de obra barata y demás condiciones laborales  discriminatorias que los afectan.

2.2.3 Discriminación en razón de la capacidad socioeconómica

Igualmente, la Convención debería contemplar disposiciones relativas a la discriminación en razón de la capacidad económica o de la clase social. Entendido este concepto como “[T]oda distinción, exclusión, restricción o preferencia que se basen en determinados motivos como […]el origen nacional o social, la posición económica o cualquier otra condición social, y que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y de las libertades de todas las personas.”

Las disposiciones referentes a este tema deben estar orientadas a garantizar el acceso igualitario a los servicios públicos esenciales, educación, salud, a las fuentes de empleo y a las demás formas de generación de recursos económicos. Lo anterior, en el entendido de que no se prevean limitantes institucionales estatales o privadas a partir de consideraciones económicas y sociales.  

· La Corte Constitucional en la sentencia C-459 de 1995, identificó como servicios públicos esenciales el servicio de seguridad social en salud y en pensiones (en aquellas actividades directamente vinculadas con el reconocimiento y pago de esta prestación), los servicios públicos domiciliarios, el transporte público y la educación. De acuerdo con la normatividad jurídica nacional e internacional su acceso debe garantizarse a partir de los principios de igualdad, universalidad y justicia social. En el estado colombiano, estas condiciones se contemplan en la Ley 142 de 1994, Ley 115 de 1994, los documentos CONPES económicos del 2005  3403 relativo a subsidio de vivienda familiar, 3386 sobre subsidios para servicios públicos domiciliarios y los CONPES sociales de 2005 No. 094, 095, 096 sobre distribución de recursos al sector salud y educación. De tal forma, el Estado contribuye al cumplimento de los objetivos del milenio de las Naciones Unidas, particularmente en los que se refieren a la erradicación de la pobreza extrema y el hambre, la reducción de la mortalidad infantil, el mejoramiento de la salud materna y la lucha contra el VIH/SIDA, paludismo y otras enfermedades.  

Con el fin de contrarrestar esta problemática, que no se circunscribe al Estado colombiano, la Convención debe abordarla desde una perspectiva preventiva, implementada a través de medidas educativas. 

· Por una parte, los Estados deben comprometerse, entre otros,  a brindar a las personas con una situación socioeconómica precaria un acceso equitativo a servicios públicos esenciales, salud y educación, a evitar la discriminación en los sistemas escolares, a promover  un mayor acceso a educación de calidad con aplicación práctica en el mundo laboral, este último aspecto fue uno de los identificados en la presentación del experto en Educación Superior, Camilo García en la Sesión del Grupo de Trabajo del 26 de enero de 2005. La Corte Constitucional en la sentencia T-064 de 1993 señaló que la educación es: “[…]un instrumento para cerrar la brecha de desigualdades sociales. La igualdad de oportunidades educativas supone que cada cual tenga la posibilidad de satisfacer los deseos de recibir una educación compatible con sus capacidades a fin de lograr la preparación más adecuada para alcanzar las metas que cada ser humano se proponga en la sociedad.  [C]omprometido como se halla el Estado colombiano a promover las condiciones para que [la igualdad] sea real  y efectiva, esta corte rechaza en la forma más categórica prácticas cuyo caso concreto –querido o no- sea la construcción de barreras que desde un comienzo hagan nugatoria dicha igualdad y la integración social, o propician discriminaciones […].” 

2.2.4 Discriminación en razón de la orientación sexual

El tema de la discriminación en razón de la orientación sexual, ha sido presentado y apoyado oficialmente por las delegaciones de México y Brasil. Igualmente, en la sesión especial del 28 de noviembre de 2005 la relevancia y necesidad de regulación de este tema fue desarrollado en el discurso de la Señora Alejandra Sarda, Coordinadora del Programa para América Latina y el Caribe de la Comisión Internacional de los Derechos Humanos para Gays y Lesbianas (IGLHRC). Sobre el particular, vale la pena resaltar los principios que rigen el libre desarrollo de la personalidad y la interpretación que en Colombia ha dado la Corte Constitucional.  

· La Constitución Política Colombiana en sus artículos 5 y 42 dispone que la familia es la institución básica de la sociedad titular del amparo del Estado. Por su parte, el derecho al libre  desarrollo de  la personalidad (Artículo 16), asegura para todos los ciudadanos la posibilidad de buscar opciones personales para su propia vida y manifestar su identidad individual; el derecho a la intimidad (Artículo 15), garantiza un espacio personal y ajeno a la interferencia ilegítima de terceros y el derecho a la igualdad (Artículo 13), se relaciona con la potestad de recibir un tratamiento igualitario sin discriminación alguna. 

· De acuerdo con la Corte Constitucional en la sentencia T-539 de 1994: “Estos son derechos fundamentales consagrados en la Constitución y reconocidos igualmente en tratados internacionales, que garantizan con relación a los homosexuales, un trato justo, respetuoso y tolerante hacia ellos y hacia su condición.”

· Por su parte, la Ley 115 de 1995 (Ley General de Educación) en su artículo 13 dispone como objetivos de todos los niveles educativos el desarrollo de una sana sexualidad que promueva el conocimiento de sí mismo y la construcción de la identidad sexual en el marco de la equidad, la afectividad y el respecto. Para la ejecución de este objetivo, el artículo 14 dispone la obligatoriedad de la educación sexual de acuerdo con las necesidades físicas, psíquicas y afectivas de los alumnos según su edad. Dicha disposición se ha visto complementada con el Acuerdo 21 de 1998 y el Acuerdo 125 de 2004 del Concejo de Bogotá por medio de la cual se implementa como obligatoria la Cátedra de Derechos Humanos, Deberes y Garantías y Pedagogía de la Reconciliación, el artículo 3º del acto administrativo dispone que la cátedra deberá educar en la autonomía, la libertad personal, la responsabilidad individual y colectiva, el respeto a la dignidad humana, el pluralismo cultural, ideológico, la tolerancia y la solidaridad.
Adicionalmente, se han presentado ante el Congreso una gran variedad de proyectos de ley enfocados hacia dos objetivos fundamentales a saber; el primero sobre las nuevas formas de discriminación en particular en razón de la orientación sexual y el segundo relativo al reconocimiento de derechos particulares especiales a las personas con una tendencia diferente a la heterosexual, en materia de propiedad, sucesiones, seguridad social en salud y pensiones entre otros.  No obstante lo anterior, dichos proyectos no han logrado las mayorías decisorias necesarias para su aprobación legislativa y/o no han cumplido con los requisitos legales de tiempo dentro de las legislaturas y posteriormente han sido archivados. 

· A nivel jurisdiccional el tema de la orientación sexual ha sido ampliamente desarrollado en Colombia, particularmente a través de los pronunciamientos de la Corte Constitucional. Al respecto:

· La sentencia T 268 de 2000 identifica la línea jurisprudencial de la Corte respecto al derecho al libre desarrollo de la personalidad, el derecho a la igualdad y el principio de no discriminación de las personas homosexuales. Al respecto:

“Dentro del ámbito de la autonomía personal, la diversidad sexual está claramente protegida por la Constitución, precisamente porque la Carta, sin duda alguna, aspira a ser un marco jurídico en el cual puedan "coexistir las mas diversas formas de vida humana. Debe entenderse que la sexualidad, es un ámbito fundamental de la vida humana que compromete no sólo la esfera más íntima y personal de los individuos sino que pertenece al campo  de su libertad fundamental y de su libre desarrollo de la personalidad, motivo por el cual el Estado y los particulares no pueden intervenir en dicha esfera, a menos de que esté de por medio un  interés público pertinente. [...]los homosexuales son titulares de todos los derechos fundamentales de la persona humana, y no hay título jurídico para excluirlos de las actitudes de respeto, justicia y solidaridad. Se recuerda que en Colombia ninguna persona puede ser marginada por razones de sexo (Art. 13 C.P.) y que el derecho a la intimidad esté protegido y tutelado por nuestro Estado Social de Derecho (Art. 15 C.P.)”
. 

En posterior decisión, esta Corporación advirtió que “el principio de igualdad (C.P. art. 13), se opone, de manera radical, a que a través de la ley, por razones de orden sexual, se subyugue a una minoría que no comparta los gustos, hábitos y prácticas sexuales de la mayoría. Los prejuicios fóbicos o no y las falsas creencias que han servido históricamente para anatematizar a los homosexuales, no otorgan validez a las leyes que los convierte en objeto de escarnio público”
. […]“la homosexualidad es una condición de la persona humana que implica la elección de una opción de vida tan respetable y válida como cualquiera, en la cual el sujeto que la adopta es titular, como cualquier persona, de intereses que se encuentran jurídicamente protegidos, y que no pueden ser objeto de restricción por el hecho de que otras personas no compartan su específico estilo de vida.
” 

· Las sentencias T-999 de 2000 y C-098 de 1996 frente al tema del derecho a la familia y la unión marital de hecho en el marco de las uniones homosexuales, han manifestado:

“Se han señalado […]algunos elementos que están presentes en las uniones maritales heterosexuales y que no lo están en las homosexuales, los cuales son suficientes para tenerlas como supuestos distintos - además de la obvia diferencia de su composición. Las uniones maritales de hecho de carácter heterosexual, en cuanto conforman familia son tomadas en cuenta por la ley con el objeto de garantizar su “protección integral” y, en especial, que “la mujer y el hombre” tengan iguales derechos y deberes (C.P. arts. 42 y 43), lo que como objeto necesario de protección no se da en las parejas homosexuales.[…]Las disposiciones acusadas, sin embargo, no por el hecho de contraer su ámbito a las parejas heterosexuales, coartan el derecho constitucional a la libre opción sexual. La ley no impide, en modo alguno, que se constituyan parejas homosexuales y no obliga a las personas a abjurar de su condición u orientación sexual. La sociedad patrimonial en sí misma no es un presupuesto necesario para ejercitar este derecho fundamental. El derecho fundamental a la libre opción sexual, sustrae al proceso democrático la posibilidad y la legitimidad de imponer o plasmar a través de la  ley la opción sexual mayoritaria.”

De acuerdo con lo anterior, en relación con el tema del sistema de seguridad social en salud la Corte Constitucional ha reiterado la prohibición de limitar el acceso a las personas con orientación sexual distinta. 

· De acuerdo con lo anteriormente expuesto, el gobierno colombiano condena y reprocha cualquier acto de discriminación y/o exclusión de iure o de facto que se ejecute en contra de las personas en razón de su orientación sexual. En consonancia con el artículo 2º de la Constitución Política, el Estado frente a hechos de esta índole, adquiere deberes directos de garantía y protección expresados en la obligación de prevención, atención, investigación y sanción de actos de discriminación.
 

2.2.5 Discriminación en contra de las personas portadoras de una condición infecto-contagiosa estigmatizada y/o VIH/SIDA

· Coincidimos con lo expresado por la delegación de Brasil en lo referente que a partir del principio de progresividad de los derechos humanos, la Convención Interamericana debe reglamentar el tema de la discriminación en razón de la condición infecto-contagiosa estigmatizada. Este término incluye no solamente a las personas portadoras de VIH/SIDA
 sino que a su vez permitiría incluir posibles variantes futuras del virus, la tuberculosis y otras enfermedades. 
El ordenamiento jurídico colombiano ha adelantado una gran variedad de acciones afirmativas en el campo judicial y legislativo consolidándose recientemente, con la expedición de la Ley 972 de 2005 mediante la cual el Estado garantiza el suministro de los medicamentos, reactivos y dispositivos médicos para el diagnóstico y tratamiento del VIH/SIDA y otras enfermedades ruinosas o catastróficas.

2.2.6 Discriminación en razón de la nacionalidad o de la identidad religiosa
· Una de las formas de discriminación que existen en el hemisferio ha sido en razón de la nacionalidad o de la identidad religiosa. En el ordenamiento jurídico colombiano, el artículo 96 dispone el derecho a la nacionalidad y el artículo 19 de la Constitución Política consagra el derecho a la libertad de cultos en el sentido que el Estado colombiano garantiza la igualdad entre las distintas religiones e iglesias. Al respecto, la Corte Constitucional en las sentencias T-101 de 1998, T-403 de 1992, T-263 de 1998 ha determinado que los servicios públicos del Estado no pueden establecer paradigmas religiosos específicos pues ello implica la violación del pluralismo, la igualdad de oportunidades y la libertad de cultos. 

· No obstante lo anterior, esta modalidad de discriminación ha trascendido las fronteras estatales y se está incorporando dentro de la órbita de la autonomía de la voluntad privada. De tal forma, se impide y/o dificulta a personas de determinada nacionalidad y/o religión, el acceso a créditos, transacciones financieras, seguros, reaseguros y demás actividades de empresa que contribuyen al desarrollo económico personal y estatal.
 Es necesario determinar que esta práctica, no contribuye al cumplimiento de los objetivos del milenio del 2015, aumenta los índices de pobreza, miseria y subempleo, disminuye el PIB de los Estados y genera medidas migratorias discriminatorias. Especial importancia se le debe dar a este punto en relación con las políticas de seguridad nacional y de lucha contra el terrorismo de los Estados. 

2.2.6 Discriminación del adulto mayor

Igualmente, la futura Convención debe incorporar disposiciones referentes a la discriminación del adulto mayor
 dentro de los Estados. De acuerdo con la CEPAL “[...]El proceso de envejecimiento demográfico y el consecuente fuerte aumento de la población en la tercera edad, así como los efectos negativos que sobre ella han tenido las políticas de ajuste y la disminución del gasto público en los sectores sociales, tornan imperiosa la adopción de medidas destinadas a generar los mecanismos institucionales necesarios para el suministro de servicios de seguridad social y de salud a este segmento de la población, tomando en consideración las necesidades específicas de los subgrupos de edad que comprende”. 

Por lo cual, consideramos que la Convención debe orientarse al acceso a subsidios y demás beneficios sociales para garantizar el pleno goce de los derechos de este grupo poblacional, de conformidad con lo establecido por el Comité de Derechos Humanos
.  

3. Consideraciones finales

· Igualmente, es indispensable que la Convención reconozca el problema de la acumulación de factores constitutivos de discriminación y su correlación transversal. Lo anterior, con el fin de evitar la homogeneización de los grupos y/o individuos discriminados y de identificar las medidas necesarias que se deben tomar frente a las víctimas.

· Es necesario  reconocer que las telecomunicaciones y el amplio acceso a la tecnología informática han contribuido a la difusión de doctrinas de superioridad, de apología al odio, a incentivar actividades de limpieza social y/o o étnica y al mantenimiento de estereotipos tradicionales de marginación. De acuerdo con la Declaración de Durbán, es imperativo que los medios de comunicación representen la diversidad de la sociedad multicultural y que al mismo tiempo sean utilizadas para difundir una información que constituya en sí misma, una lucha contra la discriminación.

· Se hace igualmente necesario contar con mecanismos capaces de enfrentar los nuevos tipos y causas de discriminación originados en las cambiantes circunstancias de la globalización, en particular el acceso a la red informática y los avances científicos en materia de genoma humano, de manera que se evite que dichos progresos sean utilizados para promover o crear prácticas racistas y/o discriminatorias. 

4. Seguimiento

En relación con el seguimiento a las previsiones de la Convención Interamericana, es necesario contar con una evaluación de la efectividad de mecanismos ya adoptados en el marco de otros instrumentos interamericanos, de forma que el Grupo de Trabajo pueda evaluar sus ventajas y desventajas, frente al objetivo de que las normas de la Convención sean en efecto implementadas.
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� Vgr. Declaración Interamericana


� Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,  Sesión 7 (135th mtg.) en 32, U.N. Doc. CERD/C/SR. 1325(1973) citado en Human Rights Quarterly. Pág. 78


� Tal como lo hace el artículo 1º núm. 2º de la Convención Internacional para la Eliminación de todas formas de racismo.


� Como se observa en el ordenamiento jurídico colombiano en los artículos 93, 94, 44 y 53 de la Constitución Política.


� El tratadista Manuel José Cepeda ha señalado que “[…]discriminar es causarle perjuicios a un individuo o grupo de individuos teniendo en cuenta criterios que en realidad esconden prejuicios sociales y culturales, como cuando se tienen en cuenta características físicas inmutables como el sexo o el color de la piel, o circunstancias fuera del control del individuo, como su origen nacional o familiar, o sus opiniones o convicciones expresadas en el ejercicio de libertades protegidas constitucionalmente […].” En el mismo sentido, la Corte Constitucional en las sentencias T-422 de 1992 y C-231 de 1995 ha advertido que la  discriminación es el evento en el cual ante situaciones iguales se da un trato jurídico o legal diferente. Por tanto, el principio de igualdad sólo se viola si el tratamiento diferenciado de casos no está provisto de una justificación objetiva y razonable. 


� Mahalic Drew, Mahalic Joan Gambee. The limitation of the International Convention on the Elimination of all forms of Racial Discrimination. Human Rights Quarterly, Vol 9 No 1(Feb 1987) 74-101. 


� Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,  Sesión 10 (212th mtg.) en 127, U.N. Doc. CERD/c/SR. 289 (1976) citado en Human Rights Quarterly. Pág. 78


� La Corte Constitucional en las sentencias C-371 de 2000, C-112 de 2000 y  C-044 de 2004, ha desarrollado el alcance del artículo 13 de la Constitucón Política señalando que las acciones afirmativas son “las políticas y medidas dirigidas a favorecer a determinadas personas o grupos con el fin de eliminar o reducir las desigualdades de tipo social, cultural o económico que los afectan y/o para lograr que los miembros de un grupo subrepresentado, usualmente un grupo que ha sido discriminado, tenga una mayor representación.” 


� Artículo 2 núm. 2 Convención Internacional para la Eliminación de todas formas de Racismo.


� En el estado colombiano dichas medidas se encuentran en los artículos 13 y artículo 55 transitorio de la Constitución Política, Ley 22 de 1981, Decreto 1332 de 1992, Ley 70 de 1993, Decreto 2313  de 1993, Decreto 2374 de 1993, Decreto 1374 de 1994, Decreto 2314 de 1994, Decreto 1745 de 1995, Decreto 2248 de 1995, Decreto 2249 de 1995, Decreto 2344 de 1996, Decreto 1627 de 1996, Decreto 1122 de 1998, Decreto 1320 de 1998 y en el documento CONPES 3310 del 20 de septiembre de 2004.


� Discurso del Secretario General de las Naciones Unidas Kofi Annan, ante el Plenario de Clausura de la Cumbre Internacional de Madrid sobre democracia, terrorismo y seguridad. Marzo 10 de 2005. http://www.un.org/News/Press/docs/2005/sgsm9757.doc.htm


� Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial,  Sesión 10 (205th mtg.) en 127, U.N. Doc. CERD/c/SR. 205 (1978) citado en Mahalic, Drew y  Mahlaic Joan. Human Rights Quarterly.


� http://www.dane.gov.co/dane_censo/pdf/forcensal.pdf. El cuestionario censal, incorpora las siguientes preguntas sobre autoidentificación: “33. ¿De acuerdo con su cultura, pueblo o rasgos físicos, es o se reconoce como: 1. Indígena? 1.1 ¿A cuál pueblo indígena pertenece?,2. Rom?[sic] 3. Raizal del archipiélago de San Andrés y Providencia? 4. Palenquero de San Basilio 5. Negro(a), mulato(a), Afrocolombiano(a) o afrodescendiente? 6. Ninguno de los anteriores?, 34. ¿Habla... la LENGUA de su pueblo1. Sí 2. No?”


� www.dane.gov.co/comunicados/ cp_asi-va-el-censo_13oct05.doc. De acuerdo con la Oficina de Prensa del DANE, los datos preliminares muestran lo siguiente: “a. La población afrocolombiana es una población más vieja. b. La población indígena tiene un nivel de mortalidad mayor que los afrocolombianos. c. La esperanza de vida al nacer de la población indígena es mucho menor que la de la población afrocolombiana. d. La proporción de la población en edad escolar (5 a 19 años) es mayor en los indígenas que los afrocolombianos.” 


� Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución A/RES/54/166 sobre “Protección de los migrantes” de 24 de febrero de 2000 citado en la OC 18 /03. 


� Comité de Derechos Humanos, Observación general No. 18 párrafo 7


� Corte Constitucional. Sentencia T-539 de 1994. 


� Corte Constitucional. Sentencia C-098 de 1996.


�  Corte Constitucional.  Sentencia T-101 de 1998. 


� Las sentencias T- 539 de 1994, T 569 de 1994,C- 481 de 1998, T-101 de 1998, T- 268 de 2000, T-1496 de 2000, C-814 de 2001, C-373 de 2002 se pronuncian en igual sentido. Dichas consideraciones se han hecho extensivas a los requisitos de acceso a cargos públicos y privados, a las reglamentaciones disciplinarias de las entidades y al régimen de la Fuerza Pública, en las sentencias  C-373 de 2002, T- 097 de 1994, T- 037 de 1995 y C-501 de 1999. 


�Al respecto, la entidad PROFAMILIA adelanta una campaña de salud pública denominada “Promoción de los derechos sexuales y prevención de ITS y VIH/SIDA entre hombres que tienen sexo con hombres”. Por su parte, la Defensoría del Pueblo junto con una gran variedad de organizaciones no gubernamentales que representan los derechos de las personas homosexuales y transgenerístas está llevando a cabo un proceso de discusión sobre el tema de antidiscriminación encaminado a la construcción de propuestas jurídicas, políticas, pedagógicas entre otras en torno al tema. De igual forma en la actualidad cursan ante la Fiscalía una serie de investigaciones penales relativas al homicidio de personas travestíes en distintos lugares del territorio nacional.


� De acuerdo con ONUSIDA en América existen cerca de 3 millones de personas portadoras del virus.


� Vgr. Las regulaciones de la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro de los Estados Unidos (US Treasury- Office of Foreign Assets Control) disponen que las filiales, subsidiarias y las sucursales de sociedades extranjeras estadounidenses en Colombia, las sociedades colombianas con participación estadounidense constitutivo de control, las personas naturales estadounidenses y en algunos casos extranjeros que comercialicen bienes estadounidenses, tienen que surtir el siguiente procedimiento en sus relaciones negociales: (i) la obligación de identificar plenamente la nacionalidad de sus clientes (personas naturales y jurídicas), (ii) identificar si el cliente potencial es nacional de uno Estados que actualmente tiene sanciones económicas y comerciales impuestas por los Estados Unidos (tales como embargos) o de Estados que presentan una amenaza a la seguridad nacional e internacional (iii) en caso afirmativo, proceder a vetar el negocio so pena de la aplicación de las sanciones federales derivadas de las transacciones prohibidas. Al respecto, si bien esta medida es muy efectiva para el control del lavado de activos, sus efectos colaterales han perjudicado a las personas naturales de estos Estados (ciudadanos cubanos, de Corea del norte, Iraquíes, Iraníes , Sirios etc.) que intentan hacer negocios lícitos fuera de sus países de origen. http://www.treas.gov/offices/enforcement/ofac/.


� Entendido por las Naciones Unidas como aquel grupo poblacional compuesto por  personas mayores de sesenta años. Las acciones afirmativas que se desarrollen en la Convención deben estar de conformidad con los Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad de 1991 y con el programa de la ONU de 1992 para cambiar los estereotipo de la  vejez y crear "una sociedad para todas las edades” donde las actitudes, las políticas y las prácticas en todos los niveles y sectores permitan a las personas envejecer con seguridad y dignidad para que continúen participando en sus sociedades como ciudadanos con plenos derechos y contribuyan a, y se beneficien de, el desarrollo por igual.





� http://www.eclac.cl/publicaciones/Poblacion/6/LCL1656PE/lcl1656p.pdf


� Comité de Derechos Humanos, caso Schmitz-de-Jong c. Países Bajos, párr.7.2 (2001).








